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el cual nunca podrá ser superior a cinco años, aunque sí menos; pero,
una vez determinado estatutariamente dicho plazo, la designación del
Administrador habrá de ceñirse necesariamente a tal plazo, tanto los desig-
nados en el acto constitutivo como los posteriores y ya se trate de reelección
o de nueva designación y siempre sin perjuicio de que la Junta general
pueda revocarlo antes del vencimiento del plazo por el que hubiesen sido
designados. Que hay que decir lo mismo del resto de las sentencias que
el recurrente cita en apoyo de su tesis. 3. Que lo que establece el artículo
131 del texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas quiere decir
que la separación puede acordarse por la Junta en que se decida sin nece-
sidad de que tal separación figure en el orden del día de la Junta que
la acuerde; ese es el significado y alcance que debe darse a la expresión
«en cualquier momento». Que así viene confirmado en varias resoluciones
entre las que se pueden citar la de 9 de 11 de febrero de 1970 y 13 de
marzo de 1974. 4. Que el principio de quien puede lo más puede lo menos
debe matizarse en el caso que nos ocupa y entenderse dentro de sus justos
términos, en el sentido de que la Junta general de la sociedad, dentro
de sus específicas competencias y del marco legislativo en que se desen-
vuelve el derecho de sociedades, puede adoptar las decisiones que tenga
por conveniente. En el caso contemplado en este recurso, la Junta general,
dentro de los límites legales, puede establecer un plazo u otro, pero una
vez determinado estatutariamente tal plazo, en cada designación de Admi-
nistrador que realice, deberá atenerse al mismo y, si tal plazo no conviniere
a los intereses sociales, la Junta general puede o sustituirlo por otro median-
te la correspondiente modificación estatutaria, o revocar con posterioridad
el nombramiento de Administrador realizado antes de su vencimiento,
cuando lo considere conveniente. Que, en el caso presente, lo que pro-
cedería es designar al nuevo Administrador por el plazo estatutario, y
llegado el vencimiento del plazo de los demás Administradores, revocar
aquel nombramiento, con lo que se alcanzaría el fin propuesto sin conculcar
la normativa legal ni los Estatutos sociales.

V

El recurrente se alzó contra la anterior decisión, manteniéndose en
sus alegaciones, y añadió: 1. Que es claro y evidente que el nombramiento
del Administrador ha sido hecho dentro del límite de cinco años. Que
el artículo 144 del Reglamento del Registro Mercantil dice que «de acuerdo
con las normas legales o estatutarias», lo cual quiere decir que, al ser
disyuntivo, la interpretación dada por la resolución recurrida no es con-
forme a la Ley. Que se trata de un límite legal máximo y ese límite no
se ha infringido, por lo que habrá que tener en cuenta las facultades de
la Junta para poder separar a los Administradores. 2. Que la facultad
que tiene la Junta general para separar a un Administrador «en cualquier
momento» no puede quedar restringido a la Junta que se está celebrando,
pues entonces la Ley habría indicado que esa facultad se restringiría a
«la Junta general que se está celebrando».

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 9.h), 126, 131 y 132 de la Ley de Sociedades Anó-
nimas; 124.3 y 144 del Reglamento del Registro Mercantil, y la Resolución
de 9 de diciembre de 1996.

1. Se debate en este recurso si es o no inscribible el nombramiento
de un miembro del Consejo de Administración «por el plazo que resta a
los demás Administradores desde el nombramiento de los mismos», cuando
según los Estatutos sociales los Administradores ejercerán su cargo durante
el plazo de cinco años.

2. Según la doctrina de esta Dirección General (vid. la Resolución
de 9 de diciembre de 1996), la Junta general, al proceder al nombramien-
to de un Administrador, no puede fijar un plazo de duración del cargo
inferior al establecido en los Estatutos sociales, habida cuenta que: a) La
duración del cargo es una mención necesaria de los Estatutos sociales
—artículo 9.h) de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada—;
b) El tenor literal de los textos legales específicos no pueden ser más
contundentes al establecer que el Administrador ejercerá el cargo por
el tiempo que señalen los Estatutos sociales (artículos 126 de la Ley de
Sociedades Anónimas y 144 del Reglamento del Registro Mercantil), y c) Se
establece la ilimitada facultad de separación del Administrador por la
Junta general (artículos 131 y 132 de la mencionada ley).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar
la decisión y la nota del Registrador.

Madrid, 29 de septiembre de 1999.—El Director general, Luis María
Cabello de los Cobos y Mancha.

Sr. Registrador mercantil de Las Palmas de Gran Canaria.

20663 RESOLUCIÓN de 30 de septiembre de 1999, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 495/1999, interpuesto ante
la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, doña Ana María Velázquez Villar y otros, han
interpuesto el recurso contencioso-administrativo número 495/1999, con-
tra Resolución de 7 de julio de 1999, dictada en el expediente 681/1998,
sobre pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la Admi-
nistración de Justicia, turno libre, convocadas por Orden de 30 de agosto
de 1991.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
49 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 30 de septiembre de 1999.—El Director general, Juan Ignacio
Zoido Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

20664 RESOLUCIÓN de 30 de septiembre de 1999, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por don Antonio Maroño Ponte
contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Aro-
na, don Javier Aguirre Colongues, a inscribir un testimonio
de auto de adjudicación en virtud de apelación del
recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Antonio Maroño Ponte
contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Arona, don Javier
Aguirre Colongues, a inscribir un testimonio de auto de adjudicación en
virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

El 28 de julio de 1989 se expide mandamiento por el Magistrado-Juez
del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 3 de Santa Cruz
de Tenerife en autos del juicio declarativo de menor cuantía número
183/1986, seguidos a instancia de la entidad «Sociedad Inmobiliaria
Suizo-Española, Sociedad Limitada», contra la entidad «Tajo Fer, Sociedad
Limitada», en reclamación de resolución de contrato y otros extremos sin
determinar cuantía, ordenando que se tome en el Registro de la Propiedad
de Granadilla de Abona anotación preventiva de embargo sobre deter-
minadas fincas propiedad de la demandada con fecha de 19 de septiembre
de 1989 sobre algunas de las fincas, entre ellas, la registral 20.173, dene-
gándose en cuanto a otras por figurar éstas inscritas a nombre de persona
distinta de la demandada.

El 16 de octubre de 1989 se expide certificación de cargas para los
mismos autos, haciéndose constar esta circunstancia por nota al margen
de la anotación preventiva de demanda.

El 26 de marzo de 1990 se inscribe la venta de la registral 20.173,
realizada por la entidad «Tajo Fer, Sociedad Limitada», en favor de los
esposos don Luc Andre Deprez y doña Petronella Josef María Van de
Schoor, causando la inscripción segunda de dicha finca. El 29 de octubre
de 1992 se dicta auto en juicio declarativo número 183/1986, por el que
se adjudica la finca a favor de don Antonio Maroño Ponte.

II

El 29 de enero de 1993 se presenta por primera vez en el Registro
el testimonio del referido auto de adjudicación (de fecha 27 de enero
de 1993), siendo presentado nuevamente el 16 de abril de 1993 (acom-
pañado de adición del Juzgado de fecha 6 de abril de 1993, en la que
se hace constar las circunstancias personales del adquirente) y el 18 de
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abril de 1994 (acompañado de adición de fecha 15 de marzo de 1994
en la que se hace constar que se ha dictado providencia en la que se
acuerda la cancelación de todas las inscripciones y anotaciones no pre-
ferentes al crédito del actor y, en concreto, la inscripción de dominio
vigente de «Tajo Fer, Sociedad Limitada»).

III

Presentado nuevamente en el Registro de la Propiedad de Arona, el
ahora competente, el anterior testimonio del auto de adjudicación y docu-
mentos referidos, con nueva adición del Juzgado de fecha 27 de octubre
de 1994, en la que se hace constar que ha recaído providencia en la que
se acuerda la cancelación de la inscripción segunda, fue calificado con
la siguiente nota: «Denegada la inscripción del precedente testimonio y
consiguiente cancelación de cargas e inscripciones por los siguientes defec-
tos insubsanables: 1.o La inscripción de dominio a favor de don Antonio
Maroño Ponte no es posible, porque la finca está inscrita actualmente
a nombre de don Luc Andre Deprez y doña Petronella Josef María Van
de Schoor, por mitad en común y pro indiviso, personas distintas del
demandado «Tajo Fer, Sociedad Limitada» (artículo 20 de la Ley Hipo-
tecaria). 2.o Aunque de la lectura del auto de adjudicación (hecho único)
resulta que la finca 20.173 fue objeto de embargo judicial, en el Registro
no consta tuviera lugar su anotación preventiva; la existencia y vigencia
de ésta es indispensable para cancelar la inscripción segunda de dominio,
a favor de los titulares registrales expresados. Al no haberse producido
la mencionada anotación se carece de fundamento legal para llevar a cabo
la cancelación (Resolución de la Dirección General de los Registros y del
Notariado de 27 de octubre de 1993, entre otras). Al subsistir entonces
la titularidad del señor Deprez y señora Van de Schoor, debe denegarse
la inscripción de dominio para el señor Maroño, por el motivo expresado
en el número 1 de esta nota. 3.o En el testimonio del auto de adjudicación
no se expresa si es o no firme. 4.o En la adición expedida por duplicado
a efectos de cancelar la inscripción segunda, no se dice si el importe de
la venta no fue suficiente para cubrir el crédito del ejecutante, o que
tal importe se destinó íntegramente a cubrir el crédito del mismo o que
se ha depositado el sobrante a disposición de los interesados (artículo
1.528 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). Contra la presente calificación
cabe interponer recurso gubernativo, en el plazo de cuatro meses, a contar
desde la fecha de la presente nota, ante el excelentísimo señor Presidente
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, de conformidad con los
artículos 66 de la Ley Hipotecaria y 112 y siguientes de su Reglamen-
to.—Arona, Los Cristianos, a 2 de febrero de 1995.—El Registrador, firma
ilegible».

IV

Don Antonio Maroño Ponte interpuso recurso contra el defecto segundo
de la nota de calificación fundándose en que si la anotación preventiva de
embargo de la finca es indispensable para cancelar la inscripción segunda
que obra en el Registro, cancelación sin la que no es posible inscribir
el dominio a favor del recurrente, se ha podido comprobar de los archivos
del Juzgado de Primera Instancia número 3 de Santa Cruz de Tenerife,
que en los autos del juicio declarativo ordinario de menor cuantía número
183/86 se dictó propuesta de providencia donde se acordaba proceder
a la anotación preventiva de embargo de diversas fincas propiedad de
la entidad demandada, entre ellas, la adquirida por el recurrente, y que
la misma se practicó el 19 de septiembre de 1989, y que si ha habido
un error material cometido por el Registrador de la Propiedad, al haber
omitido una anotación que, por otro lado, consta practicada, se entiende
que ahora el mismo debe pechar con las consecuencias de ese error.

V

El Registrador de la Propiedad de Arona en defensa de la nota informó:
Que, para que los titulares registrales de la finca 20.173 puedan ser per-
judicados y se cancele su inscripción, es preciso que exista una causa
anterior a aquella que les advierta de la provisionalidad de esa inscripción,
amenazada por un asiento precedente, la cual sería la anotación preventiva
de embargo, puesto que en el testimonio presentado consta haberse dictado
sentencia de remate y que se ha abierto la vía de apremio, con el embargo
consiguiente. Que si bien el mandamiento de 28 de julio de 1989 ordenaba
tomar anotación preventiva de embargo, lo que se practicó fue una ano-
tación preventiva de demanda, seguramente por entenderse que la pre-
tensión del demandante era esa, ya que el juicio tenía por objeto la «re-
solución del contrato y otros extremos», sin referirse a una reclamación
de cantidad. Que la discusión acerca de si se debió tomar una u otra
clase de anotación no conduce a ningún resultado práctico, ya que tanto

en un caso como en otro la anotación carece de virtualidad, pues se practicó
el 19 de septiembre de 1989 y caducó el 19 de septiembre de 1993 (artículo
86 de la Ley Hipotecaria) sin haber sido prorrogada, y el testimonio se
presentó el 21 de noviembre de 1994, siendo entonces imposible aplicar
el artículo 198 del Reglamento Hipotecario (si se parte de que se trata
de una anotación de demanda) o el artículo 175.2 (si, como dice el recurren-
te, se tomó anotación de embargo). Que, por tanto, en ambos casos, ha
de mantenerse la inscripción segunda de dominio porque, si bien cuando
los titulares registrales inscribieron a su favor, su inscripción estaba ame-
nazada por la existencia previa de la anotación de demanda letra A, cuando
se presentó el testimonio de la adjudicación la anotación se había extin-
guido (Resolución de 27 de octubre de 1993).

VI

El Magistrado-Juez de Primera Instancia e Instrucción número 3 de
Santa Cruz de Tenerife informó: Que la anotación preventiva practicada
debe entenderse de embargo y no de demanda, como resulta de la expe-
dición de certificación de cargas (artículo 1.489 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil), que presupone necesariamente un procedimiento de apremio contra
bienes inmuebles embargados, y dada su constancia por nota marginal,
supone por sí sola la advertencia a todo posible tercer adquirente de la
incertidumbre del derecho que adquiere, por lo que no podría alegar a
su favor la protección registral del artículo 34 de la Ley Hipotecaria. Que,
por otra parte, al suponer tal trámite la iniciación del proceso de apremio
sobre los bienes embargados, impide la caducidad al pasarse de la fase
preventiva a la ejecución del bien embargado, mediante el avalúo y la
subasta.

VII

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias confirmó
la nota del Registrador fundándose en que la anotación preventiva prac-
ticada, sea de embargo o de demanda, caducó el 19 de septiembre de
1993 sin haber sido prorrogada, por lo que la segunda inscripción de
dominio a favor de los actuales titulares adquiere todo su significado impi-
diendo la inscripción de dominio a favor del recurrente.

VIII

El recurrente apeló el auto presidencial manteniéndose en sus ale-
gaciones y añadió que si lo que impidió la inscripción del testimonio del
auto de adjudicación en el momento de presentación del mismo en el
Registro de la Propiedad de Arona fue que había caducado la anotación
preventiva de embargo, ha de tenerse en cuenta que en el momento en
que dicho testimonio fue presentado por primera vez en el Registro de
Granadilla de Abona (fecha en que aparece plenamente vigente la anotación
preventiva de embargo) no se le comunica que su título no puede ser
inscrito, sino que constan los datos personales del adquirente; que se vuelve
a presentar el título con adición en que constan los datos omitidos y
que se le vuelve a informar al recurrente que su título tiene otro defecto,
cual es que el Juzgado debe expedir mandamiento de cancelación de todas
las inscripciones y anotaciones no preferentes al crédito del actor, pre-
sentándose sucesivamente el título con las adiciones correspondientes,
y que mientras ocurre todo esto caduca la anotación preventiva corres-
pondiente, sin que en ningún momento se haya informado al recurrente
de la posibilidad de solicitar una prórroga, y que además el Registrador,
basado en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, debió calificar comple-
tamente el título desde la primera presentación de éste a inscripción,
el 29 de enero de 1993, y que esta fecha es la que debe tenerse en cuenta
como fecha de inscripción, conforme al artículo 24 de la Ley Hipotecaria,
lo que supondría que la anotación preventiva no estaría caducada, y que
si el Registrador ha cometido un error al haber omitido una calificación
del título necesaria y dentro de un plazo prudencial, debe pechar con
las consecuencias de tal error.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 17, 20, 40, 38 y 82 de la Ley Hipotecaria, y
Resoluciones de 31 de diciembre de 1986, 6 de septiembre de 1988, 12
de junio, 7 y 28 de julio de 1989; 15 de julio y 9 de septiembre de 1991;
27 de octubre de 1993; 13 de febrero y 25 de marzo de 1996 y 26 de
febrero de 1999.

1. Los hechos a tener en cuenta en el presente recurso son los siguien-
tes: El 28 de julio de 1989 se expide mandamiento por el Magistrado-Juez
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del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 3 de Santa Cruz
de Tenerife, en autos de juicio declarativo de menor cuantía número 183/86,
en reclamación de resolución de contrato y otros extremos sin determinar
cuantía, ordenando que se tome en el Registro de la Propiedad anotación
preventiva de embargo sobre ciertas fincas propiedad del demandado. En
el Registro lo que se practicó fue una anotación preventiva de demanda
con fecha de 19 de septiembre de 1989 sobre algunas de las fincas, entre
ellas la registral 20.173, denegándose en cuanto a otras por figurar éstas
a nombre de persona distinta de la demandada. Con fecha 16 de octubre
de 1989 se expide certificación de cargas para los mismos autos, haciéndose
constar esta circunstancia por nota al margen de la anotación preventiva
de demanda. El 26 de marzo de 1990 se inscribe la compraventa realizada
por el demandado de la registral 20.173 en favor de otras personas, cau-
sando la inscripción segunda de dicha finca. El 29 de enero de 1993 pre-
senta por primera vez en el Registro el testimonio de auto de adjudicación
de la misma finca recaído en el mismo procedimiento que provocó la ano-
tación preventiva de demanda practicada, comunicándose al adquirente
que no constan sus datos personales, según alega el recurrente, por lo
que se vuelve a presentar el mismo título el 16 de abril de 1993 con
adición del Juzgado de fecha 6 de abril de 1993, haciéndose constar estos
datos. Posteriormente se informa al adquiriente del deber de presentar
mandamiento de cancelación de cargas no preferentes al crédito del actor,
presentándose nuevamente el título el 18 de abril de 1994 con adición
de fecha 15 de marzo de 1994, en la que se hace constar que se ha dictado
providencia en la que se acuerda la cancelación de todas las inscripciones
y anotaciones no preferentes al crédito del actor y, en concreto, la ins-
cripción de dominio vigente del demandado, desconociéndose el motivo
por el que no se despachó el documento en esta ocasión.

Por último, el título fue nuevamente presentado el 21 de noviembre
de 1994, acompañado de nueva adición de fecha 27 de octubre de 1994,
en la que se hace constar que ha recaído providencia en la que se acuerda
la cancelación de la inscripción segunda.

2. El Registrador deniega el 2 de febrero de 1995 la inscripción de
la enajenación judicial —y el despacho de la cancelación de cargas— alcan-
zada en los autos mencionados, entre otros motivos, por el defecto insub-
sanable de aparecer la finca inscrita a favor de persona distinta del deudor
con el que se entendieron aquellas actuaciones y no constar en el Registro
que tuviera lugar la anotación preventiva de embargo de la que debería
traer su causa dicha enajenación, cuya existencia y vigencia es indispen-
sable para cancelar la inscripción segunda de dominio.

3. Prescindiendo aquí de la cuestión de si debió haberse calificado
completamente el título por el Registrador desde su primera presentación
en el Registro, tal como reclama el recurrente, y de si en su día debió
haberse extendido una anotación preventiva de demanda o una anotación
preventiva de embargo (tal como ordenaba el mandamiento expedido el
28 de julio de 1989, y si éste reuniese los requisitos correspondientes),
lo cierto es que esta anotación preventiva de embargo nunca se practicó
y su existencia y vigencia serían indispensables para hacer prevalecer
la enajenación judicial derivada del procedimiento en que se hubiera acor-
dado sobre los posteriores actos dispositivos del demandado, y sin que
la anotación preventiva de demanda practicada (que, por lo demás, habría
caducado el 19 de septiembre de 1993, antes del día de la presentación
del título que dio lugar a la calificación recurrida) pueda equipararse a
la de embargo, dadas sus sustanciales diferencias, así en la naturaleza
del derecho que reflejan como en el alcance del pronunciamiento registral
respectivo. Por tanto, los principios de prioridad (artículo 17 de la Ley
Hipotecaria), tracto sucesivo (artículo 20 de la Ley Hipotecaria) y legi-
timación (artículo 38 de la misma ley) obligan a denegar la inscripción
del testimonio del auto de adjudicación y el mandamiento de cancelación
de cargas posteriores, porque en el momento de presentación de éstos
en el Registro las fincas ya están inscritas a favor de persona distinta
de aquella en cuyo nombre el Juez otorga la transmisión, y ya no es posible
practicar asiento alguno que menoscabe o ponga en entredicho la eficacia
de los asientos vigentes, si no es con el consentimiento del respectivo
titular registral o por resolución judicial dictada en procedimiento enta-
blado directamente contra él (artículos 1, 20, 40 y 82 de la Ley Hipotecaria).

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto apelado y la
nota del Registrador.

Madrid, 30 de septiembre de 1999.—El Director general, Luis María
Cabello de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

20665 RESOLUCIÓN de 1 de octubre de 1999, de la Dirección Gene-
ral de Relaciones con la Administración de Justicia, por
la que se emplaza a los interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo número 445/1999, interpuesto ante la
Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, doña Ana Belén Alonso Mier ha interpuesto
el recurso contencioso-administrativo número 445/1999, contra Resolución
de 9 de julio de 1999, dictada en el expediente 52/1999, sobre pruebas
selectivas para ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la Administración
de Justicia, turno libre, convocadas por Orden de 17 de noviembre de 1997.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
49 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 1 de octubre de 1999.—El Director general, Juan Ignacio Zoido
Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

20666 RESOLUCIÓN de 18 de octubre de 1999, del Organismo
Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, por la que
se hace público la combinación ganadora, el número com-
plementario y el número del reintegro de los sorteos de
la Lotería Primitiva celebrados los días 14 y 16 de octubre
de 1999 y se anuncia la fecha de celebración de los próximos
sorteos.

En los sorteos de la Lotería Primitiva celebrados los días 14 y 16 de
octubre de 1999 se han obtenido los siguientes resultados:

Día 14 de octubre de 1999.

Combinación ganadora: 16, 48, 39, 10, 35, 32.
Número complementario: 44.
Número del reintegro: 4.

Día 16 de octubre de 1999.

Combinación ganadora: 3, 16, 2, 34, 10, 46.
Número complementario: 43.
Número del reintegro: 1.

Los próximos sorteos que tendrán carácter público se celebrarán los
días 21 y 23 de octubre de 1999, a las veintiuna treinta horas, en el salón
de sorteos del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado
sito en la calle de Guzmán el Bueno, 137, de esta capital.

Madrid, 18 de octubre de 1999.—El Director general, P. S. (artículo
1.o del Real Decreto 1651/1995, de 13 de octubre), el Gerente de la Lotería
Nacional, Fernando Hipólito Lancha.

20667 RESOLUCIÓN de 27 de septiembre de 1999, del Departa-
mento de Recaudación de la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria, por la que se resuelve el expediente
incoado a la entidad de crédito «Solbank, SBD, Sociedad
Anónima».

En el expediente administrativo incoado con fecha 29 de julio de 1999
por el Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria (en adelante, AEAT), a la entidad «Solbank, SBD, Socie-
dad Anónima». En relación con su actuación como colaboradora en la
gestión recaudatoria de la Hacienda Pública, y en virtud de lo establecido
en el artículo 78.6 del Reglamento General de Recaudación (Real Decreto
1684/1990, de 20 de diciembre, modificado por Real Decreto 448/1995,


